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Ref.: Expediente N° 2430-D-2026.-

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:

El Expediente N° 2430-D-2026, de Ley, autoría de la diputada Ramírez, María del Pilar y los diputados que acompañan Arenaza, Juan Pablo; Ernst, Marcelo Gregorio; Fernández, Juan Ignacio; Imas, Silvia; Kienast, Marina; Montenegro, Lucía; Pakgojz, Nicolás; Pelayo, Solana; Freguia, Andrea; Saifert, Leonardo; Rey, Sandra y Vartabedian, Diego; sobre Ley de Libertad Comercial, y;

Considerando:
Que el presente proyecto tiene por objeto establecer en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un régimen especial de simplificación administrativa para el desarrollo de actividades económicas, orientado a garantizar la libertad de producir, comerciar, invertir y trabajar, mediante la digitalización de trámites, la ventanilla única, el principio de interoperabilidad y no reiteración documental y el silencio administrativo positivo;
Que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en ejercicio de su autonomía política e institucional, tiene la responsabilidad de asegurar un marco normativo que favorezca la actividad económica lícita, reduzca cargas burocráticas innecesarias y elimine obstáculos administrativos que terminan dificultando la producción, encareciendo la operatoria comercial y desalentando la inversión;
Que quien quiere iniciar una actividad económica debe contar con procedimientos claros y previsibles. Por eso, el proyecto establece medidas de simplificación administrativa que se articulan con el régimen de autorizaciones y fiscalización previsto en la Ley N° 6.101, su reglamentación y las normas específicas aplicables. De este modo, se busca que el Estado concentre sus recursos donde realmente existe riesgo y evite solicitarle al administrado la reproducción innecesaria de trámites que podrían consumirle tiempo y dinero extra;
Que en el mismo sentido, el proyecto incorpora el silencio administrativo en sentido positivo como regla para los trámites relativos a actividades económicas comprendidas en la Ley 6.101, con las excepciones expresamente previstas;
Que a tal efecto, se establece un plazo general de treinta días hábiles administrativos desde la presentación completa y se exige que las observaciones sean integrales, precisas y fundadas, prohibiendo su formulación sucesiva, parcial o dilatoria sobre extremos que pudieran requerirse conjuntamente. El régimen contempla las exclusiones vinculadas a riesgos o afectaciones a las personas y a los bienes públicos o privados o al interés colectivo;
Que en esta misma línea, se promueve la centralización progresiva de los trámites a través de la Ventanilla Única de Trámites y de las demás plataformas y herramientas digitales disponibles, junto con la implementación de un legajo único por operador económico. El objetivo es ordenar la relación entre la administración y el contribuyente, concentrando los trámites vinculados al inicio, modificación, renovación, transferencia o baja de actividades económicas y la información necesaria para su gestión. Se trata de una reforma orientada a simplificar y dotar al sistema de mayor trazabilidad y transparencia. Un Estado más simple es un Estado mejor organizado y con mayor capacidad de control;
Que del mismo modo, el proyecto incorpora el principio de no reiteración documental, conforme al cual la Administración no puede exigirle al ciudadano, al comerciante o al emprendedor información o documentación que obre en su poder o que haya sido emitida por organismos de la Ciudad, o que pueda obtenerse gratuitamente mediante registros públicos interoperables a los que tenga acceso efectivo. Esta previsión apunta a mejorar una de las formas más comunes de ineficiencia estatal: la repetición constante de requerimientos, certificaciones y validaciones sobre datos que el propio Estado ya posee o puede verificar. La obtención y circulación interna de esa información no debe trasladarse al administrado;
Que asimismo, la Guía Única de Trámites busca robustecer la seguridad jurídica de cara al administrado, quien debe poder conocer de antemano de forma clara, accesible y transparente cuáles son las condiciones legales, técnicas y procedimentales aplicables a su actividad. En particular, los mecanismos diferenciados de intervención, fiscalización y control, sus criterios de aplicación y las actividades alcanzadas deberán incorporarse a la Guía antes de su entrada en vigencia y mantenerse actualizados. La previsibilidad administrativa constituye una condición básica de la libertad económica;
Que la implementación de estas herramientas se acompaña de la adecuación y armonización de la normativa reglamentaria y administrativa, procurando evitar superposiciones con los procedimientos y mecanismos de simplificación existentes. Asimismo, se establece que la ley entrará en vigencia a partir de su reglamentación, que deberá dictarse dentro del plazo máximo de ciento veinte días hábiles desde su publicación;
Que en definitiva, el presente proyecto propone continuar avanzando en una  transformación concreta en la relación entre la administración pública y la actividad económica en la Ciudad.
Por lo expuesto, la Comisión de Desarrollo Económico y MERCOSUR, en conjunto con la Comisión de Asuntos Constitucionales y la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria, aconsejan la sanción de la siguiente:



LEY

LEY DE LIBERTAD COMERCIAL 


CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer un régimen especial de simplificación administrativa aplicable a los trámites relativos al desarrollo de actividades económicas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin perjuicio de los procedimientos y requisitos establecidos en los regímenes legales específicos aplicables.
Artículo 2°.- Principios. Son principios de la presente ley:
a) Libertad económica;
b) Buena fe del administrado;
c) Simplicidad y celeridad administrativa;
d) Digitalización integral;
e) Ventanilla única;
f) No reiteración de solicitud documental por parte de la Administración;
g) Control posterior;
h) Silencio administrativo positivo;
i) Interoperabilidad;
j) Publicidad de los requisitos;
k) Reconocimiento de equivalencias;
l) Reducción de cargas burocráticas.
Artículo 3°.- Ámbito de aplicación. La presente ley será aplicable a los trámites de habilitaciones, permisos, registros, inscripciones, renovaciones, modificaciones, transferencias, bajas, presentaciones, certificaciones, controles y demás actuaciones administrativas de carácter no fiscal vinculadas al ejercicio de actividades económicas, ante las autoridades competentes de la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Su aplicación deberá efectuarse con observancia de los regímenes legales específicos, sin alterar los procedimientos, requisitos ni competencias establecidos en ellos. En particular, las autorizaciones y la fiscalización de actividades económicas se regirán por las disposiciones de la Ley 6.101, su reglamentación y normativa específica aplicable. 
Artículo 4°.- Sujetos alcanzados. Quedan alcanzados por las disposiciones de la presente Ley los órganos y organismos de la Administración Pública centralizada y descentralizada de  la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que en el ámbito de sus respectivas competencias de carácter no fiscal, intervengan en la regulación, autorización, habilitación, fiscalización o control de actividades económicas desarrolladas en la Ciudad por personas humanas, personas jurídicas y todo otro sujeto que desarrolle, solicite desarrollar, comercialice, preste servicios u opere una actividad económica.

CAPÍTULO II
DIGITALIZACIÓN, VENTANILLA ÚNICA E INTEROPERABILIDAD
Artículo 5°.- Tramitación digital. Los trámites relativos a actividades económicas comprendidos en la presente ley se inician, sustancian, notifican, resuelven y archivan por medios digitales.
La exigencia de soporte papel o de comparecencia presencial tendrá carácter excepcional y solo procederá cuando exista previsión legal expresa o cuando resulte estrictamente indispensable por razones técnicas no sustituibles por medios digitales.
[bookmark: _heading=h.sy1wx76qw0ph]Artículo 6°.- Validez de documentos electrónicos. Los documentos electrónicos, firmas digitales, firmas electrónicas, expedientes electrónicos, notificaciones electrónicas y domicilios electrónicos constituidos tienen plena validez en el ámbito de la presente ley, conforme a la normativa vigente. La Administración no podrá exigir libros físicos, rúbricas en papel, presentaciones presenciales innecesarias ni reproducción material de documentación que pueda ser generada, presentada, conservada o verificada por medios digitales, salvo cuando su exigencia se encuentre prevista en la normativa específica aplicable o resulte necesaria para el ejercicio de las competencias de la autoridad interviniente.
Artículo 7°.- Ventanilla Única de Trámites. El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires debe disponer los medios necesarios para centralizar progresivamente los trámites y actuaciones vinculados al desarrollo de actividades económicas, a través de la Ventanilla Única de Trámites (VUT) y de las demás plataformas y herramientas digitales disponibles.
Artículo 8°.- Centralización de la información y simplificación documental. La Administración implementará un legajo único por cada operador económico, el cual estará vinculado al número de Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT) o Clave Única de Identificación Laboral (CUIL) correspondiente. Los órganos y entes alcanzados por el artículo 4° deberán utilizar dicho legajo como fuente de consulta de la información y documentación relativa a cada operador económico.
Ningún órgano o ente comprendido en la presente ley podrá requerir al administrado datos, documentos o constancias que obren en su poder o que hayan sido emitidos por algún órgano o ente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o que puedan obtenerse de manera gratuita mediante registros públicos interoperables a los que la Administración tenga acceso efectivo.
La Administración no podrá exigir certificaciones, legalizaciones, validaciones o recaudos documentales redundantes cuando la información pueda verificarse mediante medios digitales o consulta a registros oficiales locales, salvo que resulten exigibles por disposición normativa o por razones debidamente fundadas.
La obtención, verificación y circulación interna de la información y documentación se realizará conforme a los mecanismos y procedimientos que establezca la reglamentación, sin trasladar dicha carga al administrado.
Artículo 9°.- Trazabilidad. Toda actuación comprendida en la presente ley debe dejar constancia digital de su fecha, hora, órgano interviniente, observaciones formuladas, subsanaciones, suspensiones de plazo, notificaciones y resolución.
Artículo 10.- Interoperabilidad. La autoridad de aplicación adoptará las medidas necesarias para asegurar la interoperabilidad entre los sistemas, registros y bases de datos de la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, centralizada y descentralizada.
Cuando legalmente proceda y resulte técnica y operativamente posible, la autoridad de aplicación arbitrará los medios necesarios para su articulación con registros públicos nacionales, provinciales o municipales. 
Toda articulación, consulta, circulación interna y tratamiento de la información derivados de la interoperabilidad prevista en la presente ley deberá realizarse en estricto cumplimiento de la normativa vigente en materia de protección de datos personales.

CAPÍTULO III
GUÍA ÚNICA DE TRÁMITES Y REQUISITOS

Artículo 11.- Guía Única de Trámites. La autoridad de aplicación arbitrará los medios necesarios para disponer de una Guía Única de Trámites aplicable a las actividades económicas en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Artículo 12.- Contenido. La Guía Única de Trámites debe indicar, para cada trámite, los datos o clasificaciones como su denominación, objeto, autoridad competente, o cualquier otro que determine la autoridad de aplicación. 
Artículo 13.- Publicidad y exigibilidad de requisitos. La Administración promoverá la publicación clara, completa y actualizada de los requisitos y procedimientos aplicables a los trámites comprendidos en la presente ley, de conformidad con la normativa vigente y mediante las herramientas y sistemas digitales existentes.
La implementación y actualización de dicha información se efectuará de manera progresiva, atendiendo a las capacidades técnicas y operativas de los organismos intervinientes, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa aplicable y del ejercicio de las facultades de fiscalización y control de las autoridades competentes. 
CAPÍTULO IV
AUTORIZACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS Y FISCALIZACIÓN 
Artículo 14.- Régimen aplicable a las autorizaciones. Las autorizaciones para el desarrollo de actividades económicas se regirán por lo dispuesto en la Ley 6.101, y su reglamentación, y por las normas específicas aplicables a cada actividad, sin perjuicio de las medidas de simplificación administrativa previstas en la presente Ley. 
Artículo 15.- Diferenciación de mecanismos de intervención. La autoridad competente podrá establecer mecanismos diferenciados de intervención, fiscalización y control en función del nivel de riesgo de las actividades económicas, de conformidad con la normativa aplicable y las condiciones que establezca la reglamentación. Los mecanismos, los criterios para su aplicación y las actividades alcanzadas deberán incorporarse a la Guía Única de Trámites de manera clara, completa y accesible, con carácter previo a su entrada en vigencia, y mantenerse actualizados.
Artículo 16.- Fiscalización. La fiscalización de las actividades económicas se ejercerá por las autoridades competentes, de conformidad con las atribuciones, los procedimientos y las modalidades de control previstos en la Ley 6.101, su reglamentación y las demás normas aplicables. La aplicación de mecanismos de simplificación no exime del cumplimiento de los requisitos exigibles ni limita las facultades de inspección, intimación, y medidas preventivas previstas en el ordenamiento jurídico vigente. 

CAPÍTULO V
SILENCIO POSITIVO PARA AUTORIZACIONES DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS
Artículo 17.- Regla general. Sin perjuicio de lo establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los trámites relativos a actividades económicas comprendidas en la Ley 6.101, el silencio de la Administración tiene efecto positivo, salvo en los supuestos exceptuados expresamente por esta ley.
Artículo 18.- Plazos, observaciones y suspensión. El plazo general para resolver es de treinta (30) días hábiles administrativos contados desde la presentación completa. La autoridad de aplicación debe formular observaciones integrales, precisas y fundadas.
La formulación de observaciones suspende el plazo previsto en el primer párrafo desde su notificación al interesado y hasta la subsanación completa. Subsanada la presentación, el plazo se reanuda automáticamente al siguiente día hábil. Queda prohibida la formulación sucesiva, parcial o dilatoria de observaciones sobre extremos que pudieran ser requeridos conjuntamente.
Si la autoridad no formulará observaciones dentro de dicho plazo, la presentación se tiene por formalmente admitida.
Vencido el plazo sin observaciones o resolución expresa, se tendrá por configurado el silencio de la Administración conforme lo establecido en el artículo 17.
Artículo 19.- Limitaciones a la aplicación del silencio con sentido positivo. El silencio con sentido positivo no será aplicable en aquellos trámites y procedimientos administrativos en los que se vieran implicados riesgos o afectaciones a las personas, a los bienes públicos o privados o al interés colectivo o que se encuentren tramitando bajo la figura de “Licencia de Actividad” del artículo 13 de la Ley 6.101.
Artículo 20.- Constancia de aprobación. La reglamentación establecerá los mecanismos para que, configurado el silencio por parte de la Autoridad de Aplicación o la aprobación expresa de la solicitud de habilitación, el sistema emita en forma automática la constancia correspondiente.
CAPÍTULO VI
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 21.- Mala fe. La comprobación de falsedad, ocultamiento, adulteración documental, simulación o cualquier otra conducta que pudiera inducir a error a la administración pública o conducir a un inconveniente para el interés general, dolosa en declaraciones juradas o presentaciones efectuadas al amparo de la presente ley produce la nulidad del acto obtenido, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil y/o penal del operador económico y sin perjuicio de las demás responsabilidades que correspondan.

Artículo 22.- Autoridad de Aplicación. El Poder Ejecutivo determinará la autoridad de aplicación de la presente ley.
Artículo 23.- Adecuación normativa. El Poder Ejecutivo procederá a la adecuación, actualización y armonización de la normativa reglamentaria y de las disposiciones administrativas alcanzadas por la presente ley, en el marco de sus competencias y con observancia de los regímenes legales específicos aplicables, procurando evitar superposiciones con los procedimientos y mecanismos de simplificación existentes. 
Artículo 24.- Vigencia y reglamentación. La presente ley entrará en vigencia a partir de su reglamentación, la que deberá dictarse dentro del plazo máximo de ciento veinte (120) días hábiles contados desde su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Artículo 25.- Comuníquese, etc.-


Sala de las Comisiones, 19 de octubre de 2026.
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